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I. INTRODUCCIÓN

Como es bien sabido, la institución del Ombudsman aparece con 
la Constitución sueca de 1809 para controlar la actividad de la Ad-
ministración. Se pretendía así cubrir las limitaciones inherentes a los 
sistemas de control tradicional, ya sea el parlamentario o el judicial. 
Con esa misma finalidad se la puede encontrar a lo largo del siglo XX 
en diversos países escandinavos, pero también en Inglaterra y Francia. 
A partir de la Segunda Guerra Mundial empezó a ejercer el rol de de-
fensor de los derechos de los ciudadanos. Dicha observancia halló su 
fundamento y garantía en el carácter independiente de la institución 
y en su condición de comisionado del Parlamento, pero sobre todo en 
la agilidad y flexibilidad de su actuación, no vinculante, pero con gran 
capacidad de persuasión.

En este contexto y evolución histórica, el art. 54 de la Constitución 
española de 1978 (CE) estableció que corresponde al Defensor del Pue-
blo la defensa de los derechos de los ciudadanos contenidos en el Título 
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I CE, para lo que se le encomendó la tarea de supervisar la actividad de 
la Administración. La ulterior Ley Orgánica 3/1981, del Defensor del 
Pueblo (LDP) desplegó en este punto el Texto constitucional. Lo rele-
vante, a los efectos que aquí interesan es que la Constitución no men-
cionaba la posibilidad de crear figuras análogas en las Comunidades 
Autónomas (CCAA). Pese a ello, la mayoría de éstas acabaron creando 
esa figura de acuerdo con el principio dispositivo que inspiraba el Esta-
do autonómico (y a las facultades de auto-organización conferidas por 
los art. 147.1 y 152.2 CE). No se olvide que en el momento de apro-
barse la Constitución se desconocía, a nivel jurídico-formal, cuántas 
CCAA acabarían conformándose. No en vano, el desarrollo del Título 
VIII CE, relativo a la organización territorial del Estado y la creación 
de hasta diecisiete CCAA conllevó no sólo la creación de distintos Om-
budsman autonómicos sino también la obligación de interpretar sis-
temáticamente y en clave autonómica las funciones del Defensor del 
Pueblo para adaptar dicha institución a la nueva realidad territorial.

Durante las décadas de 1980 i 1990, las distintas CCAA estatuye-
ron y regularon la figura del defensor del pueblo autonómico. En este 
contexto, algunos Estatutos de nueva generación como el de Cataluña 
(EAC) (art. 78.2) y el de Andalucía (art. 128) hablan de colaboración 
entre su Ombudsperson y el Defensor. Por su parte, el Estatuto de 
Extremadura menciona del Defensor del Pueblo, pero para decir que 
una “ley de la Asamblea creará y regulará el régimen jurídico y fun-
cionamiento de un órgano similar” al mismo, lo que no proporciona 
ningún dato sobre la aludida preeminencia. El Estatuto de Cantabria 
(art. 16) y el de la Comunidad Valenciana (art. 38) no aluden para 
nada al Defensor del Pueblo estatal. Podría decirse, pues, que hemos 
asistido a una evolución que va desde la preeminencia del Defensor 
estatal hasta la defensa de una situación absolutamente igualitaria 
(FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, J. J.)1. Sin embargo, como se verá en 
los apartados siguientes, este período no ha estado exento de vicisi-
tudes como las que han puesto en cuestión la subsistencia misma de 
alguno de los defensores autonómicos, en el marco de la crisis econó-
mica iniciada en 2007 y a consecuencia de las tensiones de tesorería 

1 “Defensor del Pueblo y defensorías autonómicas. Reflexiones sobre sus relacio-
nes y posición recíproca”, Teoría y Realidad Constitucional, núm. 26, 2010, pp. 
259-283.
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experimentadas por las CCAA, sin perder de vista que esta misma si-
tuación y algunos conflictos sobre la naturaleza y funcionalidad de los 
órganos autonómicos, que se ha dirimido ante la Justicia constitucio-
nal, se explican por un intento de simplificar/racionalizar el espectro 
de instituciones que ha deparado el Estado autonómico y de rearmar 
de paso la institución estatal.

II. LA POSICIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
SOBRE EL CARÁCTER “EXCLUSIVO” DE LA ACTIVIDAD 

DEL SÍNDIC DE GREUGES Y COMO GARANTE 
INSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS ESTATUTARIOS 

(STC 31/2010 Y STC 247/2007)

La incorporación en el EAC de 2006 de un título específico sobre 
derechos y deberes de la ciudadanía y principios rectores meritó la pre-
visión de un sistema de garantías para asegurar su eficacia frente a los 
poderes públicos y, en su caso, en las relaciones entre los particulares. 
Además de la proclamación de los principios de vinculación de los po-
deres públicos y de interpretación y aplicación de las normas de acuer-
do con el contenido de los derechos, el mencionado Estatuto establecía 
un mecanismo innovador de protección de los derechos consistente en 
un aparato tanto de garantías normativas como institucionales.

Por un lado, con relación a la actividad legislativa del Parlamento 
—y de la legislación delegada del Gobierno—, el Estatuto previó un 
mecanismo de control previo por parte del Consejo de Garantías Es-
tatutarias (CGE); y, de otro, con relación al resto de actividades de los 
poderes públicos, especialmente de las administraciones y, en su caso, 
de los particulares, un control a través del acceso a la jurisdicción. En 
concreto, en cuanto a la primera de estas garantías (art. 38.1 EAC), 
el artículo 76 EAC atribuía al CGE la facultad de emitir dictámenes 
sobre proyectos y proposiciones de ley, además de decretos legisla-
tivos del Gobierno, antes de su aprobación por el Parlamento, para 
compulsar su adecuación a los derechos estatutarios2. Y en cuanto 

2 El artículo 76.4 establecía en origen (y el Tribunal Constitucional lo anuló en 
virtud de la STC 31/2010) que estos dictámenes debían ser vinculantes cuando 
afectaran derechos, como garantía reforzada de los derechos frente al legislador 
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a la garantía institucional frente a la actividad no legislativa o actos 
de los poderes públicos, el artículo 38.2 EAC contemplaba que estos 
eventos pudiesen ser objeto de recurso ante el Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña (TSJC), de acuerdo con los procedimientos es-
tablecidos en las leyes, sin predeterminar el cauce procesal concreto, 
que requeriría una modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(LOPJ) al efecto3.

Por lo que se refiere al rol del Síndic de Greuges como Ombuds-
man catalán, el artículo 78 EAC establece que éste “tiene la función 
de proteger y defender los derechos y las libertades reconocidos por 
la Constitución y el presente Estatuto. A tal fin supervisa, con carácter 
exclusivo, la actividad de la Administración de la Generalitat, la de 
los organismos públicos o privados vinculados o que dependen de la 
misma, la de las empresas privadas que gestionan servicios públicos o 
realizan actividades de interés general o universal o actividades equi-
valentes de forma concertada o indirecta y la de las demás personas 
con vínculo contractual con la Administración de la Generalitat y con 

catalán. Esta declaración de inconstitucionalidad se fundamentó por parte del 
Alto Tribunal en una doble ratio decidendi alternativa: si el Estatuto —y la ley 
que debía desarrollarlo— preveía que el dictamen debía producirse una vez con-
cluido el procedimiento legislativo, pero antes de la publicación, la inconstitucio-
nalidad derivaría del hecho de que se trataría de un control “ejercido en términos 
demasiado próximos a un control jurisdiccional sobre normas legales entera-
mente perfeccionadas en su contenido, perjudicando el monopolio de rechazo a 
las normas con fuerza de ley reservado por el art. 161 CE a este Tribunal”. Por 
el contrario, si el dictamen tenía lugar en una fase anterior, la inconstituciona-
lidad derivaría de la “inadmisible limitación de la autoridad y las competencias 
parlamentarias, con grave fractura de los derechos de participación política re-
conocidos por el art. 23 CE”. Sea como fuere, la sentencia vació así de contenido 
esta previsión estatutaria, cuyos efectos difícilmente pueden ser reparados. La 
única solución factible, aunque dotada de nulos efectos jurídicos, consistiría en 
consolidar una convención parlamentaria de reconocimiento de facto de estos 
efectos vinculantes.

3 Sobre este particular, la STC 31/2010 interpretó que como aquel precepto es-
tatutario no se refiere a un tipo de recurso concreto del que deba conocer un 
tribunal en particular, sino que califica a determinados actos como “objeto de 
recurso” ante el TSJC, debía entenderse que no implicaba la introducción de 
“innovaciones procesales” ni la alteración “de las reglas procesales comúnmente 
establecidas”, de manera que los procedimientos serán los establecidos en las 
leyes estatales (FJ 27). 



121La evolución de la institución del ombudsman autonómico

las entidades públicas dependientes de ella. También supervisa la ac-
tividad de la Administración local de Cataluña y la de los organismos 
públicos o privados vinculados o que dependen de la misma. [...] El 
Síndic de Greuges puede solicitar dictamen al Consejo de Garantías 
Estatutarias sobre los proyectos y las proposiciones de ley sometidos 
a debate y aprobación del Parlamento y de los decretos leyes someti-
dos a convalidación del Parlamento, cuando regulan derechos recono-
cidos por el presente Estatuto”.

A este respecto, debe tenerse en cuenta que el artículo 54 CE es-
tablece que corresponde al Defensor del Pueblo “la defensa de los 
derechos de los ciudadanos contenidos en el Título I CE, y que para 
ello podrá supervisar la actividad de la Administración”, aspecto éste 
desarrollado por la posterior Ley Orgánica 3/1981, del Defensor del 
Pueblo (LDP). Sin embargo, la Constitución no menciona la posibili-
dad de que existan figuras análogas en las CCAA, pese a que la mayo-
ría de ellas han creado esta figura, habida cuenta de que el Estado de 
las autonomías constitucionalizado en el Título VIII CE se basó en el 
principio dispositivo y, en el momento de aprobarse la Constitución, 
se desconocía, a nivel jurídico-formal, cuántas CCAA lo acabarían 
conformando. De modo que cuando el constituyente estableció un 
alto comisionado de las Cortes Generales (el Defensor), éste no po-
día lógicamente restringir su actividad a una administración deter-
minada. Por lo demás, resulta obvio que la creación de las CCAA y 
la regulación de las instituciones de autogobierno han permitido no 
sólo la creación de ombudsman autonómicos, sino que también ha 
obligado a interpretar sistemáticamente y en clave autonómica la ins-
titución del Defensor del Pueblo, en el marco de una nueva realidad 
institucional.

Es a partir de esa constatación que el artículo 78 EAC regula la 
institución del Síndic de Greuges y le atribuye las facultades descritas, 
además de que el artículo 79 determina los principios de su organiza-
ción y funcionamiento. La Ley catalana 24/2009, de 23 de diciembre, 
del Síndic de Greuges (LSG)4, de acuerdo con el carácter de ley de 

4 El primer objeto de la ley era la regulación de esta institución de la Generalitat 
que tiene la función de proteger y defender los derechos y las libertades cons-
titucionales y estatutarias, en los ámbitos y en la forma determinados por el 
Estatuto, por esta norma de desarrollo básico y por las demás leyes que sean 
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desarrollo básico estatutario que le atribuye el artículo 62.2 EAC, 
estableció ulteriormente la regulación directa de la institución, sus-
tituyendo a la Ley 14/1984, de 20 de marzo, modificada por la Ley 
12/1989, de 14 de diciembre.

La STC 31/2010 (FJ 33) declaró sin embargo la inconstituciona-
lidad y la nulidad del inciso “con carácter exclusivo”, con el que el 
Estatuto definía la capacidad del Síndic de supervisar las administra-
ciones públicas de Cataluña, reforzando la autonomía política de la 
Generalitat y evitando la anomalía de que un órgano como el De-
fensor del Pueblo, Comisionado del Parlamento estatal, y que tiene 
como instrumento primordial para el ejercicio de sus funciones la 
presentación de un informe a las Cortes Generales, supervisara una 
Administración ajena, que depende de un ente dotado de plena au-
tonomía política. Se trataba, sin duda, de adaptar la institución del 
Síndic de Greuges a lo que es una regla casi sin excepción en Derecho 
comparado en los estados compuestos y políticamente descentraliza-
dos, en los que los ombudsman estatales no controlan la actividad de 
las administraciones públicas subestatales sino que son los defensores 
regionales o infraestatales los que controlan en exclusiva estas admi-
nistraciones.

A nuestro parecer, la declaración de inconstitucionalidad se fun-
damentó en la tesis —harto discutible— de que la función supervi-
sora  del Defensor del Pueblo, en cuanto a los derechos reconocidos 
en la Constitución (Título I) es una de las garantías establecidas en 
los artículos 53 y 54 CE (garantías de los derechos fundamentales y 
libertades públicas y la institución del Defensor del Pueblo) frente a 
todos los poderes públicos sin excepción. Así, para el Alto Tribunal, 
tanto “la Administración” a que se refiere el artículo 54 CE, como la 
que mencionan los artículos 103 y 106 CE no es la concreta y especial 
Administración central sino “el género en el que se comprende todo 
poder público distinto de la legislación y la jurisdicción”.

aplicables. El segundo objeto fue el de atribuir al Síndic de Greuges la condición 
de Autoridad Catalana para la Prevención de la Tortura y otros Tratos Crue-
les, Inhumanos o Degradantes, en el marco del correspondiente Protocolo de 
las Naciones Unidas y al amparo del artículo 196.4 EAC, que encomienda a la 
Generalitat la adopción de las medidas necesarias para ejecutar las obligaciones 
derivadas de los tratados y convenios internacionales.
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Esta inconstitucionalidad mantiene, pues, el sistema actual de do-
ble supervisión en cuanto a los derechos fundamentales en Cataluña, 
no así en cuanto a los derechos estatutarios, que la propia sentencia 
reconoce que no son derechos fundamentales o constitucionales. En 
consecuencia, debe entenderse que la exclusividad se mantiene por lo 
que respecta a la supervisión de los derechos estatutarios.

En suma, en cuanto al ámbito de actuación del Síndic, el criterio 
material delimitador es la defensa de los derechos y las libertades 
reconocidos por la Constitución y el Estatuto (art. 78 EAC y 3 LSG). 
El elemento subjetivo indispensable es la presencia de las “admi-
nistraciones”, entendidas en sentido amplio, esto es, comprensivas 
tanto de los organismos como de las empresas y las personas con 
vínculo contractual con ellas, además de los entes locales. También 
puede supervisar la Administración del Estado en Cataluña, en los 
supuestos y en los términos en que se acuerde expresamente por 
convenio con el Defensor del Pueblo, así como dirigirse a todas las 
autoridades, todos los órganos y todo el personal de cualquier ad-
ministración pública con sede en Cataluña. En todo caso, por dere-
chos y libertades debe entenderse los derechos fundamentales y las 
libertades públicas contenidos en el capítulo II del Título I CE, o 
más concretamente los susceptibles de amparo constitucional (art. 
14 al 28 y 30.2 CE), además de los derechos estatutarios del título 
III (capítulos I-III).

En este sentido, la locución del artículo 35 EAC y del artículo 1a 
LSG es similar a la que contienen la mayoría de leyes de creación 
de los distintos ombudsman autonómicos. La doctrina se ha pro-
nunciado mayoritariamente a favor de interpretar que dentro del 
ámbito competencial del Síndic y de sus homólogos autonómicos se 
hallan también incluidos los derechos del título I CE. Además, un 
mero examen de los informes anuales del Síndic permite comprobar 
que su actividad se proyecta sobre la totalidad de los derechos re-
conocidos, con modulaciones diversas. En cualquier caso, la defensa 
de los derechos y libertades constitucionales y estatutarias se efectúa 
a través de la supervisión de las actividades de la administración 
de la Generalitat y de los entes locales de Cataluña, en todo lo que 
afecta a las materias en las que el Estatuto otorga competencias a la 
Generalitat.
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La amplitud del catálogo de derechos de los ciudadanos utilizados 
como referencia, el del título I de la Constitución, permite poner en 
relación cualquier actuación u omisión administrativa con cada uno 
de los derechos comprendidos. La falta de resolución, la lentitud en 
resolver, la omisión de un trámite en un procedimiento constitutivo de 
una irregularidad invalidante, se considera una no-realización del de-
recho o una realización tardía o incompleta. Por ello, podría llegarse 
a considerar que se trata de una infracción del ordenamiento jurídico, 
determinante de la anulación del acto administrativo, de acuerdo con 
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas i del Pro-
cedimiento Administrativo Común (LRJPAC), de modo que, al no re-
sultar vulnerados derechos fundamentales (en todo caso, el principio 
de legalidad del art. 9 CE), el Síndic debería concluir su actuación sin 
más, o bien, como es habitual, constatando la irregularidad e instando 
la enmienda con un razonamiento relativo a la afección de derechos 
como justificación de la intervención, en la línea de lo que prevé el 
artículo 9.1 LDP.

Ahora bien, como resultado del ejercicio de sus competencias, el 
Síndic de Greuges no puede modificar o anular actos o resoluciones 
administrativas sino tan sólo dar publicidad a determinadas actua-
ciones, proponer la revisión de la actuación administrativa y sugerir 
reformas normativas. Se trata, por tanto, de lo que doctrinalmente 
se conoce como una “Magistratura de persuasión”, o lo que es igual, 
que la eficacia de sus resoluciones no deriva tanto de sus inexistentes 
potestades vinculantes o coercitivas, sino del rigor, la objetividad y la 
independencia con que desarrolle su actuación5.

5 Esto no tiene nada que ver, como es obvio, con la jurisdicción que tiene el Tri-
bunal Constitucional (art. 161 CE) para conocer los recursos de amparo por 
violación de los derechos y de las libertades en los términos del artículo 53.2 CE, 
en el sentido de que cualquier ciudadano puede solicitar la tutela de las libertades 
y los derechos anteriores a través de un procedimiento basado en los principios 
de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el 
TC.
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III. LA RACIONALIZACIÓN DEL GASTO PÚBLICO 
Y LA EVENTUAL DESAPARICIÓN DE ALGUNOS 

DEFENSORES AUTONÓMICOS

El tres de noviembre de 2011 las Cortes de Castilla-La Mancha, 
en el primer acto legislativo de la VIII Legislatura acabada de inaugu-
rar, aprobaron la Ley 12/2011, de supresión del Defensor del Pueblo 
Castilla-La Mancha, atribuyendo sus competencias expresamente al 
Defensor del Pueblo estatal (Disposición Transitoria Tercera). Con-
viene recordar que, en esta Comunidad Autónoma, dicha institución 
no tenía sede normativa en el correspondiente Estatuto sino que ha-
bía sido creado mediante la Ley autonómica 16/20016. Durante la 
campaña que precedió a las elecciones al parlamento manchego de 
22.05.2011, la candidata del Partido Popular (PP), María Dolores de 
Cospedal, sostuvo destacadamente la conveniencia de suprimir la to-
talidad de las instituciones autonómicas que fuesen reflejo o parangón 
de figuras estatales con competencias análogas. En dicha propuesta se 
incluían, además del Defensor del Pueblo, entre otras, las figuras del 
Consejo Económico y Social o el Síndico de Cuentas.

Con la victoria del PP, el compromiso electoral se concretó, ini-
cialmente, en la mencionada Ley 12/2011, cuya justificación fue fun-
damentada, por el nuevo gobierno manchego, principalmente en la 
necesaria racionalización del sector público en un contexto de nota-
bles dificultades presupuestarias. Sin embargo, durante el debate de 
investidura, la propia candidata a la presidencia de la Comunidad, 
añadió una justificación de significativa naturaleza política: “[e]sta 
actuación, señorías, tiene una significación no solo económica, creo 

6 Quizá conscientes de la debilidad institucional inherente a dicha situación, el 
grupo parlamentario socialista y, paradójicamente, también el popular presen-
taron una Proposición de Ley para la Reforma del Estatuto de Autonomía de 
Castilla-La Mancha (Boletín Oficial de las Cortes de Castilla-La Mancha, VI 
Legislatura, núm. 190 de 6.11.2006) que, entre otras cosas, establecía estatuta-
riamente la figura del Defensor del Pueblo y, también, el Consejo Consultivo, la 
Sindicatura de Cuentas, el Consejo Económico y Social y el Consejo del Agua de 
Castilla-La Mancha. Después de una tramitación compleja y la introducción de 
unas enmiendas conjuntas de ambos grupos que representaban radicales cam-
bios de criterio (vid. Boletín Oficial de las Cortes de Castilla-La Mancha, VI 
Legislatura, núm. 210 de 24.01.2007, pp. 6760-6761), la proposición finalmente 
decayó.



126 Joan Ridao Martín

que es hora de que el Estado de las Autonomías se mire a sí mismo, y 
acierte alcanzar un equilibrio entre la descentralización política y ad-
ministrativa necesaria y en la que todos creemos y el necesario papel 
que han de jugar las instituciones del Estado como una única nación 
que somos”7.

La concurrencia de argumentaciones basadas en razones técnicas 
de ahorro presupuestario, por un lado, junto a otras de evidente rai-
gambre política, en la supresión de la figura del Defensor del Pueblo 
es lo que sugiere a DEL REY Y MARTÍNEZ ALARCÓN la conclu-
sión de que “en momentos de crisis como el que atravesamos, resulta 
especialmente sencillo y tentador para el poder público recurrir al 
argumento de la eficiencia administrativa para suprimir o edulcorar, 
en la medida en que ello sea posible, ciertas instituciones de control, 
enmascarando así las verdaderas razones de dicha actuación”8.

Debe tenerse en cuenta que, establecida suficientemente la cons-
titucionalidad, bajo determinadas condiciones, de las instituciones 
autonómicas paralelas a algunas estatales (cfr. Defensor del Pueblo, 
Tribunal de Cuentas, Defensa de la Competencia, etc.)9, la fundamen-
tación ideológica sobre la incongruencia de su aparente duplicidad 
derivó hacia argumentaciones basadas en el despilfarro de recursos 
públicos que representaban (GARCÉS)10. No hay duda de que esta 
elaboración en forma de propuesta política influyó substancialmente 

7 Vid. Diario de Sesiones de las Cortes de Castilla-La Mancha, VIII Legislatura, 
núm. 2, de 20 y 21 de junio de 2011, p. 5.

8 La tramitación de la supresión del Ombudsman manchego, realizada sin proble-
mas procedimentales, generó sin embargo un notable movimiento de reivindica-
ción de la necesidad de dicho órgano, incluyendo en el ámbito institucional al 
resto de Defensores del Pueblo Autonómicos, el Instituto Latinoamericano del 
Ombudsman-Defensor del Pueblo, el International Ombudsman Institute y el 
Consejo de Europa a través del XXI Congreso de Autoridades Locales y Regio-
nales. 

9 Por lo que respecta a la figura del Defensor del Pueblo, entre otras en las men-
cionadas STC 142/1988 y 31/2010 (FJ 33); para los órganos de fiscalización 
externos asimilables al Tribunal de Cuentas, por ejemplo, STC 187/1988 y STC 
31/2010 (FJ 34); finalmente, para los consejos consultivos, la STC 204/1992. 

10 Circunstancialmente, la presentación pública del libro en el que se incluye el 
estudio citado de Mario Garcés (31.01.2011) estuvo a cargo de María Dolores 
de Cospedal, en su condición de secretaria general del Partido Popular y vicepre-
sidenta de la Fundación FAES. 
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en la actuación descrita del Gobierno del Castilla-La Mancha, cuyo 
ejemplo alentó la adopción de decisiones similares en otras CCAA 
gobernadas por el PP (Murcia11 y Madrid12).

Por su parte, el gobierno del Estado, dentro del Programa de Re-
formas, acordó en el Consejo de Ministros de 26.10.2012, la crea-
ción de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públi-
cas (CORA), con el objetivo genérico procurar “una Administración 
Pública austera y eficiente que sea un valor competitivo para nuestro 
país” (CORA, 2013). Las conclusiones del informe final de la Comi-
sión fueron particularmente severas con los DPA y sus instituciones 
análogas (Órganos de Control Externo y órganos consultivos auto-
nómicos): “No se cuestiona la competencia de las CCAA para crear 
dichos órganos, sino que se trata de reflexionar acerca de la idonei-
dad, eficacia y eficiencia que tienen estos órganos, y más aún, en un 
periodo de crisis como el actual (...). La proliferación de Defensores 
del Pueblo autonómicos (...) y su coexistencia con el Defensor del 
Pueblo estatal, con funciones básicamente iguales pero limitadas en 
virtud del principio de territorialidad, o bien al Estado o bien a las 
CCAA, ha dado lugar a un elevado coste en la tramitación de las que-
jas y un bajo rendimiento de los recursos humanos destinados a los 
Ombudsman autonómicos” (CORA). A partir de aquí, la Comisión 
proponía, como medida de eficiencia del gasto público, se propone la 
supresión de los DPA y “la asunción plena de las competencias de los 
órganos autonómicos por el Defensor del Pueblo del Estado” (CO-
RA). En realidad, no se debería hablar, propiamente, de una “asun-
ción de competencias”, dado que con extinción de la figura del DPA, 
el defensor estatal continúa manteniendo sus competencias de forma 
idéntica y lo único que desaparece es la doble garantía de derechos 
que comportaba la superposición de órganos.

En términos cuantitativos, la Subcomisión de duplicidades ad-
ministrativas de la CORA detectó un diferencial elevado en el coste 
medio de la tramitación de un expediente en un DPA respecto a la 
institución estatal (835,78€/queja frente a 414,19€/queja) y también 

11 Art. 68 de la Ley 14/2012, de 27 de diciembre, de medidas tributarias, adminis-
trativas y de reordenación del sector público regional.

12 Ley 3/2012, de 12 de junio, de supresión del Defensor del Menor en la Comuni-
dad de Madrid.
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un mayor consumo de recursos humanos (el conjunto de DDPPAA 
emplea 346 personas para tramitar 38.407 quejas, mientras que en el 
estatal 165 tramitan 33.849 quejas), lo cual permite a la Subcomisión 
estimar el ahorro neto13 derivado de la medida en algo más de 30 
millones de euros anuales (CORA, 2013b: 24-30).

Con independencia de los problemas que presentan este tipo de 
estimaciones del impacto presupuestario basadas en parámetros li-
neales, las cuales acostumbran a introducir un sesgo que sobrevalo-
ra el importe total del ahorro efectivo, lo que si resulta claramente 
cuestionable es que, suprimida la figura del DPA, la existencia del 
Defensor del Pueblo estatal asegure un nivel equivalente de cobertura 
a la protección de los derechos individuales de los ciudadanos y ciu-
dadanas. Como acreditan con profusión de datos DEL REY Y MAR-
TÍNEZ ALARCÓN, en relación al caso del Defensor del Pueblo de 
Castilla-La Mancha, el factor proximidad e implantación territorial 
es decisivo para establecer la confianza ciudadana y de las administra-
ciones en este tipo de magistraturas; por otro lado, en su primer año 
de actividad (2002), la oficina del Defensor manchego recibió 452 
quejas en relación a la Administración de la CA, mientras que el año 
anterior, el Defensor del Pueblo estatal sólo había recibido 28 quejas 
originadas en Castilla-La Mancha por el mismo concepto (DEL REY 
Y MARTÍNEZ ALARCÓN)14.

Lo que sí podemos asegurar, de forma categórica, es que la adop-
ción de una medida de esta naturaleza desapodera de forma subs-
tancial a los correspondientes parlamentos autonómicos, dado que, 
como hemos señalado antes, en su configuración constitucional el De-
fensor del Pueblo estatal informa únicamente a las Cortes, sin obliga-
ción alguna para con los Parlamentos territoriales. Es por esta razón, 
principalmente, que la supresión de la institución del DPA, a nuestro 

13 Es decir, compensados los ahorros directos de la supresión de las figuras auto-
nómicas con el refuerzo de recursos con que se debería dotar al Defensor estatal 
para absorber un volumen de quejas del orden del tramitado en la actualidad en 
las CCAA.

14 Cifra de quejas al Defensor estatal que, por otro lado, se había mantenido en un 
nivel similar durante la década anterior y continuó así durante todos los años en 
que estuvo en funcionamiento la figura del DPA en Castilla-La Mancha. 
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entender, comportaría una merma significativa de la calidad democrá-
tica del sistema.

IV. LA DIMENSIÓN INTERNACIONAL O EXTERIOR DE 
LOS OMBUDSMAN AUTONÓMICOS: LA PREVENCIÓN 

DE LA TORTURA

Sobre esta cuestión el Tribunal Constitucional (TC) dictó el 5 de 
marzo de 2015 una sentencia (STC 46/2015)15, en la que se daba res-
puesta al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor 
del Pueblo (DP) (24 de marzo de 2010), contra distintos preceptos de 
la Ley 24/2009, de 23 de diciembre, del Síndic de Greuges (LSG)16. 
Esta ley de desarrollo básico estatutario tenía por objeto, de acuerdo 
con su artículo 1, letras a i b, regular esta institución de la Generali-
tat de Catalunya [art. 78.1 de l’Estatuto de Autonomía de Cataluña 
(EAC)], encargada de proteger y de defender los derechos i las liberta-
des constitucionales i estatutarias; además de asumir la condición de 
Autoridad Catalana para la Prevención de la Tortura y otros Tratos 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante, Autoridad Catalana 
para la Prevención de la Tortura), en el marco del Protocolo de las 
Naciones Unidas (en adelante, Protocolo facultativo)17, al emparo del 
artículo 196.4 EAC, que encomienda a la Generalitat la adopción de 
las medidas necesarias para ejecutar les obligaciones derivadas de los 
tratados i convenios internacionales18.

Cabe recordar que, con su recurso, del Defensor del Pueblo instó 
al TC a anular diversas disposiciones de la Ley 24/2009 (art. 3.1, 
26.b, 26.ci 78), aduciendo que con la supervisión del Defensor del 
Pueblo sobre la actividad administrativa de la Generalitat y de la Ad-

15 BOE núm. 85, de 9 d’abril de 2015.
16 D’acord amb el caràcter de llei de desenvolupament bàsic estatutari que li atri-

bueix l’article 62.2 EAC, estableix la regulació directa de la institució, substituint 
la Llei 14/1984, de 20 de març, modificada per la Llei 12/1989, de 14 de desem-
bre.

17 Adoptat per l’Assemblea General de les Nacions Unides mitjançant la Resolució 
57/199, del 8 de desembre de 2002, i ratificat per Espanya el 3 de març de 2006.

18 DOGC núm. 5536, de 30 de desembre de 2009; i BOE núm. 15, de 18 de gener 
de 2010.
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ministración local, en todos los órdenes y “con carácter exclusivo”, 
se le estaba impidiendo su actuación en Cataluña. Y por otro, que la 
atribución al Síndic de la condición de Autoridad Catalana para la 
Prevención de la Tortura (art. 1.bi título VIII) vulneraba la competen-
cia exclusiva del Estado en materia de relaciones internacionales ex 
art. 149.1.3 CE.

La STC 46/2015 concluye que “sólo el Estado tiene la competencia 
para designar el Mecanismo Nacional de Prevención que establece el 
Protocolo (para la prevención de la tortura)”. En síntesis, el TC esti-
ma que el Síndic incurre en un “exceso competencial” al ejercer co-
mo Autoridad Catalana contra la tortura al amparo de las Naciones 
Unidas19. Por este motivo, declara inconstitucional el precepto que 
atribuye al SG facultades tales como el acceso a datos de las historias 
clínicas en relación con denuncias por torturas, que reserva al deno-
minado Mecanismo Nacional de Prevención (MNP), si bien admite su 
competencia para realizar entrevistas y requerir la opinión del médi-
co, en tanto que estas funciones “puedo entenderse desvinculadas de 
las funciones atribuidas a la Autoridad Catalana y formar parte del 
portal los cometidos de supervisión del Síndic de Greuges”.

Con todo, hay que decir que la Sentencia no anula todos los artí-
culos del título VIII. Esto permite que el SG continúe ejerciendo las 
funciones de Autoridad Catalana para la Prevención de la Tortura, 
incluso conservando esta misma denominación20. Es en este sentido 
que estimamos que el Parlamento de Cataluña puede facultar a ejer-
cer tareas de supervisión de los centros de privación de libertad de 
titularidad de la Administración de la Generalidad o de la Adminis-

19 El reconocimiento del derecho humano a no ser sometido a tortura ni a otros 
abusos, aparece en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 
(cuando se establece que “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes”), ha sido desarrollado en otros convenios 
internacionales y acogido por la mayoría de ordenamientos internos (art. 15 CE 
y los art. 174 y ss. del Código Penal).

20 El mismo SG anunció sin embargo que continuará ejerciendo estas funciones 
a través del denominado Mecanismo Catalán para la Prevención de la Tortu-
ra, concretado en un Equipo de Trabajo asistido y asesorado por el Consejo 
Asesor para la Prevención de la Tortura, de acuerdo con el marco legal previsto 
y bajo las previsiones y la dirección del Síndic. http://www.sindic.cat/es/page.
asp?id=53&ui=3848 [consulta: 25 de abril de 2015].
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tración local y de sus organismos dependientes, aunque esta compe-
tencia supervisora no pueda tener, como hemos señalado al principio, 
“carácter exclusivo”.

En cualquier caso, el pronunciamiento del TC pone de relieve, una 
vez más, que, como bien ha señalado PÉREZ TREMPS: “[u]na de las 
cuestiones relativas a la estructura territorial del Estado que ha sido 
objeto de más debate y evolución doctrinal desde la aprobación de 
la Constitución hasta nuestros días ha sido, muy probablemente, la 
relativa al papel exterior de las comunidades autónomas”21.

IV.1. Los instrumentos internacionales para erradicar la tortura

En 1984 se adoptó la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes22. Poco después, en 1987, se adoptó el Convenio Europeo para la 
Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o De-
gradantes23. Ambos instrumentos incorporan las obligaciones de los 
Estados en orden a su represión, a nivel nacional e internacional, así 
como los mecanismos para verificar su cumplimiento y, en el caso del 
Convenio Europeo, un dispositivo de visitas —con la autorización del 
Estado— en los lugares donde haya personas privadas de libertad24.

Esto último tiene importancia a los efectos de lo que aquí estamos 
tratando, porque es precisamente este segundo mecanismo daba co-
bertura a lo previsto en el Protocolo facultativo al que nos estamos 
refiriendo25. En concreto, se trata de un convenio internacional des-

21 “La acción exterior y la participación europea ante una posible reforma del Es-
tatuto de Cataluña”, Estudios sobre la reforma del Estatuto. Barcelona: IEA, 
2004, p. 351.

22 BOE núm. 268, de 9 de noviembre de 1987.
23 BOE núm. 159, de 5 de julio de 1989. 
24 Vid. Pons Ràfols, X., “Entre l’efectivitat i l’aparença: la inconstitucionalitat de la 

dimensió internacional del Síndic de Greuges com a autoritat catalana per a la 
prevenció de la tortura”, Blog de la Revista Catalana de Dret Públic, 15 de abril 
de 2015. http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/eapc-rcdp/2015/04/15/entre-
l%E2%80%99efectivitat-i-l%E2%80%99aparenca-la-inconstitucionalitat-de-
la-dimensio-internacional-del-sindic-de-greuges-com-a-autoritat-catalana-per-a-
la-prevencio-de-la-tortura-xavier-pons-raf/ [consulta: 25 de abril de 2015].

25 Este Protocolo facultativo fue adoptado, tras un largo proceso de negociación 
que se inició antes de la adopción del Convenio contra la Tortura, el 18 de di-
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tinado exclusivamente, y de forma directa, a la prevención de la tor-
tura, mediante el establecimiento de un sistema de visitas periódicas 
articulado en forma “dual”; es decir, de manera que las que realice el 
órgano internacional creado ad hoc por el mencionado Protocolo [el 
Subcomité de Prevención de la Tortura (SPT)], no pueden excluir las 
que, sin necesidad de aviso previo, puedan llevar a cabo los corres-
pondientes MNP.

Es en este sentido que se atribuye a los Estados Partes en el Proto-
colo (art. 17) la obligación “de mantener, designar o crear” el perti-
nente órgano interno, que puede ser preexistente o de nueva creación, 
además de que puede ser que se trate de un solo órgano con incidencia 
en todo el territorio del Estado o varios, dependiendo en este último 
caso de criterios de carácter territorial o incluso sectoriales (“[L] os 
mecanismos establecidos por entidades descentralizadas podrán de-
signar mecanismos nacionales de prevención, a los efectos del presen-
te Protocolo, si se ajustan a sus disposiciones”).

En el caso español, la Ley orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, 
complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para 
la implantación de la nueva Oficina judicial, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, introdujo una 
disposición final única en la LODP26 or la que se atribuía al Defensor 
del Pueblo las funciones de MNP en España, asistido por un Consejo 
Asesor27.

Esta opción, por supuesto, era incompatible con la posibilidad —
expresamente contemplada— designar una pluralidad de MNP, de 
acuerdo con la estructura territorialmente descentralizada del Esta-
do y con la evidencia fáctica de la existencia de comisionados parla-
mentarios homólogos en el ámbito autonómico; pero también con la 
posibilidad de articular algún tipo de participación de las entidades 

ciembre de 2002, y entró en vigor de forma general, y para España, el 22 de junio 
de 2006 (BOE núm. 148, de 1 de julio de 2006).

26 BOE núm. 266, de 4 de noviembre de 2009.
27 “Disposición Final Única Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura. Pri-

mero. El Defensor del Pueblo ejercerá las funciones del Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura de conformidad con la Constitución, la presente Ley y 
el Protocolo facultativo de la Convención contra la tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”.
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de la sociedad civil u organizaciones no gubernamentales (ONG), de 
acuerdo con los Principios de París sobre las instituciones nacionales 
de promoción y protección de los derechos humanos.

Fue en este contexto que, poco más tarde, la LSG atribuyó al Sín-
dic de Greuges la consideración de Autoridad Catalana para la Pre-
vención de la Tortura (art. 68 a 77), al amparo del tantas veces repeti-
do Protocolo facultativo, definiendo sus competencias, el ámbito y los 
principios de actuación, sus funciones, el equipo del trabajo y el con-
sejo asesor de expertos independientes, algunos de los cuales nombra-
dos a propuesta de las ONG de defensa de los derechos humanos28.

IV.2. La acción exterior de las Comunidades Autónomas y de 
sus instituciones

Como ya se ha dicho suficientemente, la STC 46/2015 (FJ 4) de-
claró inconstitucional el contenido nuclear de las disposiciones del 
título VIII de la Ley 24/2009, en base a que sólo el Estado tiene la 
competencia para designar MNP y para decidir si debe haber uno 
solo o varios, de acuerdo con la competencia exclusiva del Estado 
en materia de relaciones internacionales a que se refiere el artículo 
149.1.3 CE, descartando, por eso mismo, que pueda hacerse mediante 
una ley autonómica.

En este sentido, el Tribunal razona que el artículo 196.4 EAC (“4. 
La Generalitat debe adoptar las medidas necesarias para ejecutar las 
obligaciones derivadas de los tratados y convenios internacionales 
ratificados por España o que vinculen al Estado en el ámbito de sus 
competencias)” “no es la consagración de ningún título competen-
cial” sino un deber de la Generalitat consecuencia de la exclusividad 
estatal. Además, añade, resulta insostenible mantener el criterio que 
corresponde al Estado “la obligaciones de comunicar” a las instancias 
internacionales la designación hecha por la Comunidad Autónoma, 
en tanto que ello sería tanto como imponer al Estado “obligaciones 

28 solamente durante el año 2014 la funcionalidad de este órgano se concretó en 
82 visitas a centros de custodia de detenidos. Véase el informe al Parlamento 
de Cataluña 2014: http://www.sindic.cat/site/unitFiles/3787/Informe%20al%20
Parlament%202014_def_vincles.pdf.

[consulta: 30 de abril de 2015].
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internacionales” y la correspondiente “responsabilidad internacional” 
por el funcionamiento de un mecanismo que el Estado no ha desig-
nado. Y esto lo remacha aseverando que todos estos aspectos —en 
ausencia de acuerdo previo— excederían los límites constitucionales 
de la acción exterior autonómica.

En esencia, el aparato argumental de la STC 46/2015 reproduce la 
doctrina constitucional en materia de acción exterior de las CCAA, 
esto es, que la posibilidad de llevar a cabo actividades que tengan 
una proyección exterior debe entenderse limitada a aquellas que, 
siendo necesarias, o al menos convenientes, para el ejercicio de sus 
competencias, no implican el ejercicio del ius contrahendi, no origi-
nan obligaciones inmediatas y actuales frente a los poderes públicos 
extranjeros, no incidan en la política exterior del Estado, y no generan 
responsabilidad de éste ante Estados extranjeros u organizaciones in-
ter o supranacionales. Al margen de que la acción exterior del Estado, 
y la que corresponda a las CCAA, no puede ser entendida extramuros 
del sistema de distribución competencial previsto en el bloque cons-
titucional. Al mismo tiempo, la Sentencia evidencia la necesidad de 
llegar a acuerdos entre la institución estatal y la catalana, para per-
mitir la designación de varios MNP o siquiera de un modelo mixto, 
en el marco de los principios de coordinación, colaboración y lealtad 
institucional entre administraciones. No obstante, la determinación 
final corresponde siempre al Estado.

Dicho esto, es obvio que el deseable acuerdo interinstitucional a 
que alude el TC no sólo no se ve favorecido por las siempre difíciles 
relaciones entre el Ombudsman español y el catalán, o por el actual 
contexto político, sino también por el sesgo que ha tomado última-
mente la concepción política y jurídica de la competencia del Estado 
en materia de relaciones internacionales, entendida como una facul-
tad omnímoda del Estado, que abarca toda responsabilidad sobre 
cualquier actividad con trascendencia exterior29.

29 Vid. Ridao Martín, Joan: “La acción exterior de las Comunidades Autónomas a 
revisión: el regreso a una concepción expansiva de las relaciones Internacionales 
del Estado”. Revista General de Derecho Constitucional, núm. 20, abril 2015. 
(RI §415785). 
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Esta tendencia interpretativa a la que nos referimos supone un re-
torno a la concepción prevalente durante la etapa primaria de desa-
rrollo constitucional, y pretende encontrar cobertura en una lectura 
expansiva del título competencial del Estado sobre las relaciones in-
ternacionales y en las funciones en materia de tratados internacionales 
y de dirección de la política exterior conferidas constitucionalmente 
al Gobierno del Estado. En este sentido, tanto la reciente Ley 2/2014, 
de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (LASEE), como la Ley 
25/2014, de Tratados y otros acuerdos internacionales (LTAAI) han 
verificado este giro conceptual respecto de la situación precedente. 
Este extremo ha venido a ser confirmado, además, con motivo de la 
impugnación de que ha sido objeto la Ley del Parlamento de Cataluña 
16/2014, de 4 de diciembre, de Acción Exterior y de Relaciones con 
la Unión Europea.

Con todo, no se olvide, la STC 31/2010, de 28 de junio, sobre el 
Estatuto de autonomía de Cataluña (EAC) (FJ 122), ante el intento 
de normalizar la práctica y la jurisprudencia constitucional en mate-
ria de acción exterior (como antes había hecho el Estatuto valencia-
no y después el andaluz y aragonés), ya efectuó un pronunciamiento 
que podemos calificar de preventivo. En efecto, a pesar de declarar la 
constitucionalidad de la mayoría de preceptos cuestionados en este 
ámbito afirmaba que “la cuestión de fondo no debe resolverse en los 
Estatutos y requiere una normativa estatal clara”30. Cosa que, com 
hemos vists, ha acabado haciendo el Estado con las citadas LASEE y 
LTAAI, después de algunos infructuosos intentos en el pasado, a pesar 
del contenido muy crítico del informe del Consejo de Estado31, y la 

30 En efecto, en la citada Decisión se declaró la constitucionalidad de los preceptos 
impugnados en materia de acción exterior porque se presuponía, o incluso se 
hacía referencia expresa a las competencias estatales en materia de relaciones 
internacionales, teniendo en cuenta los límites en el ámbito de les relaciones so-
metidas a derecho internacional público. Vid. en este sentido Bustos, R.: “Acción 
exterior de las Comunidades Autónomas”, Informe Comunidades Autónomas 
2013. Barcelona: Institut de Dret Públic, 2014, p. 77.

31 Vid. el Dictamen 394/2013, de 30 de mayo. Puede consultarse en: http://boe.es/
buscar/doc.php?id=CE-D-2013-394 [consulta: 30 de enero de 2016].
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severa oposición política suscitada per las minorias parlamentarias32 
y un buen número de CA33.

En concreto, la LA SE consagra la capacidad del Estado para so-
meter las acciones con proyección exterior de las CCAA a la obser-
vancia y adecuación de sus directrices, finalidades y objetivos, lo que 
no parece que se adecue ni mucho pedazo a la ya citada jurispruden-
cia constitucional (singularmente la STC 165/1994, de 26 de mayo, y 
hasta la STC 31/2010, de 28 de junio, sobre el Estatuto). Por el con-
trario, si bien la jurisprudencia del TC ha reconocido potestades coor-
dinadoras al Estado dirigidas a remediar eventuales perjuicios para la 
política exterior, también ha admitido facultades amplias a las CCAA 
para llevar a cabo actividades de proyección exterior en materias de 
su competencia, sin prescribir necesariamente la potestad estatal de 
fijar, en un sentido positivo, orientaciones o directrices a que deba 
someterse toda actuación autonómica. Por otra parte, la disposición 
adicional sexta de la LASEE, bajo la rúbrica “[E] eficiencia y ahorro 
en el Servicio Exterior del Estado”, contiene una serie de medidas en 
relación con el principio de eficiencia en la asignación y utilización de 
los recursos públicos del artículo 7.2 de la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financie-
ra34, entre las cuales, que la gestión de las unidades administrativas e 
instituciones de las administraciones públicas en el exterior debe estar 
orientada a la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, apli-
cándose con ese fin políticas de racionalización del gasto y de mejora 

32 Vid. el debate de totalidad en el Pleno del Congreso de los Diputados [Diario de 
Sesiones del Congreso de los Diputados (DSCD), núm. 146, de 15/10/2013); la 
aprobación del Dictamen de la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso de 
los Diputados (DSCD, núm. 464, de 20 de noviembre de 2013, p. 2; los debates 
en el Senado [Diario de Sesiones del Senado (DSS), núm. 269, de 19 de diciem-
bre de 2013, p. 38, Comisión de Asuntos Exteriores; DSS Núm. 274 de 12 de 
desembre de 2014, p. 1, Comisión de Asuntos Exteriores; DSS Núm. 100, de 19 
de febrero de 2014, p. 1; y el debate y votación de las enmiendas del Senado en 
la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso de los Diputados (DSCD, núm. 
187, de 13 de març de 2014, p. 36). 

33 Entre ellas, la Generalidad (vid. La Resolución de 7 de julio de 2014, de la Secre-
taría General de Coordinación Autonómica y Local, por la que la que se publica 
el Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución 
de Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado).

34 BOE núm. 103, de 30 de abril de 2012.
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de la gestión del sector público (apdo. 1); además de disponer que se 
promoverá la integración de las unidades o servicios en el exterior 
de las CCAA en los inmuebles del Estado y la adhesión de aquellas a 
esquemas de centralización, contratación y gasto en el exterior (apdo. 
4), lo que incide notablemente sobre el principio de autonomía políti-
ca y sobre el de autonomía financiera de las Comunidades.

Por otra parte, y esto es lo que aquí nos interesa preferentemen-
te, la Ley 25/2014 relativa a los tratados y acuerdos internacionales 
(LTAAI), en el marco de las exigencias derivadas del derecho interna-
cional público contenidas en la Convención de Viena sobre el derecho 
los tratados, de 23 de mayo de 1969, omite toda referencia a la activi-
dad administrativa o normativa de las CCAA En particular, no prevé 
su participación en la designación de los representantes del Estado 
(art. 9); ni la posibilidad de que pueda acordarse la aplicación provi-
sional de un tratado, en el ámbito de sus competencias, en el territorio 
de una Comunidad (art. 15.1); ni la ejecución de un tratado mediante 
ley autonómica (art. 30.2); o que una comunidad pueda promover la 
suspensión o la denuncia de un tratado (art. 37.1, .2 y .4). Esta prete-
rición autonómica, por supuesto, contraviene las competencias auto-
nómicas a la hora de participar o adoptar acuerdos internacionales.

Finalmente, en este mismo contexto, ha de significarse otro hito 
fundamental: el pasado 6 de marzo de 2015, el Consejo de Minis-
tros autorizó al presidente del Gobierno a interponer un recurso de 
inconstitucionalidad contra diversos preceptos de la Ley catalana 16 
/ 2014, de 4 de diciembre, de acción exterior y de relaciones con la 
Unión Europea (UE), invocando el artículo 161.2 CE para la suspen-
sión de los mismos. En su escrito, el abogado del Estado recuerda que 
el artículo 149.1.3 CE reserva al Estado la competencia exclusiva en 
materia de relaciones internacionales, y estima que, aunque el Tribu-
nal Constitucional ha avalado las relaciones de la Generalitat con la 
UE y su acción exterior, tal como establece el vigente Estatuto, se de-
berá llevar a cabo respetando siempre la competencia que la Constitu-
ción Española reconoce al Estado, haciendo una lectura ampliamente 
expansiva de la misma.
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IV.3. Los acuerdos de colaboración con el Estado en materia 
de acción exterior y los tratados internacionales

Según el TC, la afirmación de que la Constitución configura un 
estado compuesto no debe verse sólo desde una perspectiva formal y 
general, sino también “muy señaladamente, en relaciones con los Ele-
mentos sustancial de la organización y del Funcionamiento del Estado 
en conjunto” (STC 247/2007, FJ 5)35. Es por esta razón que, sin cues-
tionar la titularidad estatal de la competencia en materia de relaciones 
internacionales, está claro que las CCAA pueden participar e interve-
nir en decisiones que corresponde determinar en exclusiva al Estado, 
para utilizar los mismos términos de la STC 46 / 2015. Además de 
que las Comunidades pueden instar la negociación de determinados 
tratados y recibir información en relación con los mismos cuando ello 
afecte a sus competencias o intereses (STC 198/2013, FJ 3). Por esta 
misma razón, no debería haber ningún obstáculo para que el SG ac-
tuara en la esfera exterior como manifestación de sus atribuciones en 
el marco de un Estado descentralizado, máxime cuando, como hemos 
visto, la normativa internacional prevé esta posibilidad.

Cosa distinta es que, como el propio Tribunal ha tenido ocasión 
de precisar en la que se considera la sentencia leading case en la ma-
teria (STC 165/1994) no se puede excluir un cierto nivel de inter-
vención del Estado a través de los instrumentos de colaboración que 
son propios en un estado compuesto y en el marco de la competencia 
del estado ex artículo 149.1.3 CE: “[...] [d] entro de esa competencia 
exclusiva estatal se sitúa la POSIBILIDAD de estableci Medidas que 
regulan y coordinan las actividades con proyección externa de las Co-
munidades Autónomas, para evitar o remediar eventuales perjuicios 
sobre la dirección y puesta en ejecución de la política exterior que, en 
exclusiva, corresponde a las Autoridades estatales” (FJ 6).

35 Según el TC, artículo 2 SE ha instauración un Estado complejo (STC 247/2007, 
de 12 de diciembre, FJ 5), políticamente descentralizado y basado en el derecho 
a la autonomía. Así, de acuerdo con una primerísima jurisprudencia constitu-
cional, la Norma fundamental “determina implícitamente la forma compuesta 
del Estado en congruencia con la cual se deben interpretar todos los preceptoria 
constitucionales” (STC 35/1982, de 14 de junio, FJ 2).
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Esta es, sin duda, una interpretación favorable a la coordinación 
estatal, ulteriormente reproducida en los mismos términos por las 
más recientes STC 31/2010, de 28 de junio (FJ 125), y 110/2012, de 
23 de mayo (FJ 3). Ahora bien, de aquí no se puede derivar legítima-
mente ninguna interpretación incompatible con la doctrina general 
establecida en la citada Sentencia de 1994 o en otras posteriores, en 
las que se establece, con meridiana claridad, que el Estado no puede 
ampararse, por principio, en su competencia exclusiva sobre relacio-
nes internacionales para intervenir en cualquier actividad de acción 
exterior de las CCAA (STC 138/2011, de 14 de septiembre, FJ 4; STC 
118/2011, de 5 de julio, FJ 10). Además de que, en cuanto a la coor-
dinación, el mismo TC, en la bandera STC 32/1983, de 28 de abril 
—y también en la posterior STC 45/1991, de 28 de febrero (FJ 4)—, 
manifestó que esta coordinación debe perseguir la integración de la 
diversidad de las partes en el conjunto, evitando contradicciones o 
reduciendo disfunciones (STC 32/1983, FJ 2). Y esto presupone, pues, 
la existencia previa de competencias autonómicas que el Estado debe 
respetar, evitando que la coordinación llegue a vaciar de contenido las 
competencias autonómicas (STC 32/1983, FJ 2)36.

Ciertamente la STC 108/1998, de 19 de mayo (FJ 13) puso de relie-
ve que las facultades estatales conllevan una posición de superioridad 
que se traduce en un cierto poder de dirección. Por este motivo, hay 
que convenir que la imposición resulta ser una de las notas distintivas 
de la coordinación, ante la voluntariedad que caracteriza las fórmulas 
cooperativas. Sin embargo, la competencia estatal de coordinación 
no constituye una atribución absoluta por parte de quien coordina 
(STC 90/1992, de 11 de junio), ya que no puede alcanzar tal nivel de 

36 La coordinación debe limitarse a la fijación de medios y sistemas de relación 
que hagan posible la información recíproca, homogeneizar técnicamente deter-
minados aspectos, y procurar la acción conjunta de las autoridades estatales 
y comunitarias en el ejercicio de sus competencias (STC 32/1983, FJ 2; STC 
144/1985, de 25 de octubre, FJ 4). Aparte de que sea exigible la adopción de 
medidas necesarias y suficientes para lograr la integración de las partes en un 
conjunto unitario (STC 111/1984, de 28 de noviembre, FJ 6), validando, con 
carácter general, el recurso a medidas estatales de coordinación preventiva que 
puedan establecer sistemas de relación entre las diversas administraciones [(STC 
133/1990, de 19 de julio y la más reciente STC 223/2012, de 29 de noviembre 
(FJ 9)].
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concreción y desarrollo que deje vacías de contenido las competencias 
autonómicas. Aparte de que no puede incluir, por definición, un con-
trol preventivo que suponga una tutela de las CA.

En cuanto a la ejecución de tratados internacionales y en la sus-
cripción de acuerdos internacionales no normativos, cuestión que se 
ha puesto de relieve en el conflicto suscitado por la LSG, en la medida 
que la Constitución y los estatutos atribuyan esta facultad tanto a el 
Estado como las CCAA ratione materiae, nada debería impedir una 
regulación autonómica de los acuerdos internacionales en sectores 
materiales definidos y delimitados competencialmente. Según la doc-
trina constitucional, el Estado no puede ampararse, por principio, en 
su competencia exclusiva sobre relaciones internacionales para exten-
der su ámbito competencial a toda actividad que suponga un desarro-
llo, ejecución o aplicación de convenios y tratados internacionales, ya 
que: “[...] la ejecución de los Tratados Internacionales corresponde a 
quien, de ACUERDO con estas reglas, pretenda la competencia mate-
rial, siéndo por tan decisivas para super inclusión en la competencia 
autonómica la efectiva existencia de la atribución competencial esta-
tutaria” (STC 138/2011, de 14 de septiembre, FJ 4; y 118/2011, de 5 
de julio, FJ 10)37.

Precisamente, para articular el ejercicio ad extra de sus compe-
tencias, el capítulo III del título V EAC proporciona a la Generalidad 
instrumentos de diversa naturaleza para llevar a cabo este cometido, 
entre otros, el establecimiento de oficinas en el exterior para promo-
cionar los intereses de Cataluña (art. 194 EAC); la suscripción de 
acuerdos de colaboración con la misma finalidad y con el apoyo de 
los órganos de representación exterior del Estado (art. 195 EAC); y 
la recepción de información previa por parte del Gobierno del Estado 
sobre los actos relativos a la suscripción de los tratados que afecten 
de una manera directa y singular a sus competencias (art. 196 EAC).

37 Este es el criterio establecido, por ejemplo, en el artículo 196.4 EAC, que atri-
buye a la Generalitat la adopción de las medidas necesarias para ejecutar las 
obligaciones derivadas de los tratados y convenios internacionales en el ámbito 
de sus competencias.
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